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Ref.:
Caso No. 12.519 
García Lucero y otros 


Chile
Señor Secretario:

Tengo el agrado de dirigirme a usted en nombre de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos con el objeto de someter a la jurisdicción de la Honorable Corte Interamericana de Derechos Humanos, el caso No. 12.519, García Lucero y otros respecto de la República de Chile (en adelante “el Estado de Chile”, “el Estado chileno” o “Chile”), relacionado con la falta de investigación y reparación integral de los diversos actos de tortura sufridos por el señor Leopoldo García Lucero desde su detención el 16 de septiembre de 1973 hasta el 12 de junio de 1975, fecha en la cual salió del territorio chileno por decreto del Ministerio del Interior. Desde el año 1975 el señor García Lucero se encuentra en el Reino Unido. Concretamente, el Estado ha omitido disponer una reparación integral en favor del señor García Lucero, desde una perspectiva individualizada y tomando en consideración la situación de exiliado en la que se encuentra, así como la discapacidad permanente que padece como consecuencia de las torturas sufridas. Asimismo, el Estado ha incumplido su obligación de investigar de oficio dichas torturas y ha mantenido en vigencia el Decreto Ley 2191, el cual resulta incompatible con la Convención Americana.

Señor

Pablo Saavedra Alessandri, Secretario

Corte Interamericana de Derechos Humanos

Apartado 6906-1000

San José, Costa Rica

Anexos
El Estado ratificó la Convención Americana sobre Derechos Humanos el 21 de agosto de 1990 y aceptó la competencia contenciosa de la Corte Interamericana en la misma fecha. Asimismo, el Estado ratificó la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura el 30 de septiembre de 1988. 

Si bien los hechos del caso relacionados con la falta de investigación y reparación de los actos de tortura, comenzaron a ocurrir antes de que Chile aceptara la competencia contenciosa de la Corte Interamericana el 21 de agosto de 1990, estas omisiones han continuado con posterioridad a dicha aceptación y se extienden hasta la fecha. 

En consecuencia, la Corte Interamericana tiene competencia para pronunciarse sobre las omisiones en las cuales ha incurrido el Estado chileno desde la aceptación de la competencia contenciosa del Tribunal, esto es, desde el 21 de agosto de 1990. Así por ejemplo, en el año 2004 salió publicado el informe de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura para el Esclarecimiento de la Verdad, en el cual se hace referencia a las violaciones sufridas por el señor García Lucero. A pesar de ello, el Estado continuó omitiendo su obligación de disponer una investigación de oficio por estos hechos. Además, la Corte tiene competencia para pronunciarse sobre la insuficiencia de las medidas dispuestas por el Estado a favor del señor García Lucero desde el reconocimiento de competencia, por ejemplo, la pensión desde el 2000 y los bonos recibidos en 2006 y 2008, bajo los estándares internacionales de reparación integral de graves violaciones de derechos humanos. Estas omisiones y sus efectos en el señor García Lucero y su familia, continúan constituyendo un incumplimiento del deber de reparar y de investigar la tortura sufrida por el señor García Lucero.

La Comisión ha designado al Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez y al Secretario Ejecutivo de la CIDH Santiago A. Canton, como sus delegados. Asimismo, Elizabeth Abi-Mershed, Secretaria Ejecutiva Adjunta, y Silvia Serrano Guzmán, María Claudia Pulido y Fanny Gómez Lugo, abogadas de la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, actuarán como asesoras legales. 


De conformidad con el artículo 35 del Reglamento de la Corte Interamericana, la Comisión adjunta copia del informe 23/11 elaborado en observancia del artículo 50 de la Convención, así como copia de la totalidad del expediente ante la Comisión Interamericana (Apéndice I) y los anexos utilizados en la elaboración del informe 23/11 (Anexos). Dicho informe de fondo fue notificado al Estado de Chile mediante comunicación de 20 de abril de 2011, otorgándole un plazo de dos meses para informar sobre el cumplimiento de las recomendaciones. El 21 de junio de 2011 el Estado chileno solicitó una prórroga para informar sobre el cumplimiento de las recomendaciones. La Comisión otorgó dicha prórroga por un plazo de dos meses, solicitándole al Estado que el 31 de agosto y el 8 de septiembre de 2011 presentara informes sobre los avances en dicho cumplimiento. 
El Estado presentó los dos informes requeridos y solicitó una nueva prórroga. Sin embargo, debido a que el contenido de dichos informes no refleja avances sustanciales en el cumplimiento de las recomendaciones, la CIDH determinó rechazar la nueva solicitud de prórroga y someter el caso a la jurisdicción de la Corte Interamericana por la necesidad de obtención de justicia para las víctimas. 
En cuanto a la recomendación de “reparar integral y adecuadamente a Leopoldo García Lucero y su familia por las violaciones a los derechos humanos establecidas (…), atendiendo a su situación particular, al encontrarse exiliado y sufrir de una discapacidad permanente”, la Comisión observa que el Estado chileno condicionó la posibilidad de disponer una indemnización a favor de la víctima a la interposición de un proceso judicial interno relativo a la responsabilidad estatal. En ese sentido, el Estado no ha dispuesto medidas de oficio para cumplir con esta recomendación. La única medida concreta propuesta por el Estado – relativa a la compra y envío de un equipo que podría contribuir a mejorar la situación física de la víctima – aún no ha sido materializada ni se cuenta con información sobre si se ha intentado contactar al señor García Lucero o sus representantes.

Respecto de la recomendación de “asegurar que Leopoldo García Lucero y su familia tengan acceso al tratamiento médico y psiquiátrico/psicológico necesarios para atender a su recuperación física y mental en el centro de atención especializada de su escogencia, o los medios para obtenerlo”, la Comisión observa que el Estado reiteró la información aportada en la etapa de fondo sobre su programa de atención en salud a víctimas de violaciones de derechos humanos. De acuerdo a las conclusiones de la CIDH, este programa no resulta aplicable a la víctima en su situación de exiliado y, por lo tanto, no constituye un mecanismo adecuado de reparación en su caso particular. 

Con relación a la recomendación de “adoptar las acciones necesarias para dejar sin efecto de manera permanente el Decreto Ley No. 2191 –al carecer de efectos por su incompatibilidad con la Convención Americana, ya que puede impedir u obstaculizar la investigación y eventual sanción de personas responsables por graves violaciones de derechos humanos- de manera que no represente un obstáculo para la investigación, juzgamiento y sanción de los responsables de violaciones similares ocurridas en Chile y los derechos de las víctimas a la verdad, justicia y reparación”, el Estado informó sobre dos proyectos de ley que ya se encontraban en conocimiento de la Comisión al momento de aprobar el informe de fondo. La información disponible indica que los mismos continúan en trámite legislativo. Asimismo, el Estado reiteró que el Decreto Ley No. 2191 ha sido inaplicado judicialmente. Sin embargo, como estableció la CIDH en el informe de fondo, el criterio jurisprudencial mencionado si bien constituye un avance, no satisface la obligación de adecuar el marco normativo interno a la Convención Americana. 

En cuanto a la recomendación de “proceder inmediatamente a investigar de manera imparcial, efectiva y dentro de un plazo razonable los hechos (…), con el objeto de esclarecerlos de manera completa, identificar a los autores e imponer las sanciones que correspondan”, el Estado se limitó a informar que a través del Ministerio de Justicia solicitó el inicio de las acciones judiciales respectivas. No existe información alguna sobre el resultado de esta solicitud ni sobre si efectivamente se dio inicio a las investigaciones. 

La Comisión Interamericana solicita a la Corte que concluya y declare la responsabilidad internacional del Estado de Chile por:

1. La violación del derecho a las garantías judiciales, a la protección judicial y a la integridad personal, en conjunción con la obligación general de garantizar los derechos humanos, así como el deber de adecuar la legislación interna (artículos 8.1, 25.1, 5.1, 1.1 y 2 de la Convención Americana); y del deber de investigar establecido en el artículo 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio del Sr. García Lucero y su familia. 

2. La violación del derecho a una reparación integral, adecuada y efectiva bajo la obligación general de garantía, de conformidad con el artículo 5.1 de la Convención Americana en conjunción con el artículo 1.1 de dicho tratado en perjuicio del Sr. García Lucero. 

3. La violación del derecho a la integridad personal establecido en el artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con la obligación general de garantizar los derechos humanos establecida en el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio de la esposa del Sr. García Lucero (la Sra. Elena García) y sus hijas (María Elena, Gloria y Francisca García). 

En consecuencia, la Comisión solicita a la Corte Interamericana que disponga las siguientes medidas de reparación:

1. Reparar integral y adecuadamente a Leopoldo García Lucero y su familia por las violaciones a los derechos humanos establecidas en el informe, atendiendo a su situación particular, al encontrarse exiliado y sufrir de una discapacidad permanente.

2. Asegurar que Leopoldo García Lucero y su familia tengan acceso al tratamiento médico y psiquiátrico/psicológico necesarios para atender a su recuperación física y mental en el centro de atención especializada de su escogencia, o los medios para obtenerlo.

3. Adoptar las acciones necesarias para dejar sin efecto de manera permanente el Decreto Ley No. 2191 –al carecer de efectos por su incompatibilidad con la Convención Americana, ya que puede impedir u obstaculizar la investigación y eventual sanción de personas responsables por graves violaciones de derechos humanos- de manera que no represente un obstáculo para la investigación, juzgamiento y sanción de los responsables de violaciones similares ocurridas en Chile y los derechos de las víctimas a la verdad, justicia y reparación. 

4. Proceder inmediatamente a investigar de manera imparcial, efectiva y dentro de un plazo razonable los hechos, con el objeto de esclarecerlos de manera completa, identificar a los autores e imponer las sanciones que correspondan. En el cumplimiento de esta obligación, el Estado chileno no puede invocar la vigencia del Decreto Ley No. 2191.

Además de la necesidad de obtención de justicia para las víctimas, la CIDH destaca que el presente caso incorpora cuestiones de orden público interamericano. 

Específicamente, el presente caso le permitirá a la Corte desarrollar su jurisprudencia sobre el alcance del deber de garantía del derecho a la integridad personal, en sus componentes de reparación e investigación. Concretamente, en cuanto al deber de reparar, el presente caso implica un análisis profundo de los elementos constitutivos del concepto de reparación integral, desde una perspectiva individualizada. Asimismo, la Corte podrá pronunciarse sobre el alcance y las implicaciones de la obligación de reparar en circunstancias especiales como el exilio o la discapacidad permanente. 

Por otra parte, el presente caso constituye una oportunidad para que la Corte reitere su jurisprudencia sobre la incompatibilidad del Decreto Ley No. 2191 con la Convención Americana y disponga medidas concretas dirigidas a eliminar los efectos de dicha norma en el ordenamiento jurídico chileno, ante la falta de cumplimiento, hasta la fecha, de lo dispuesto por la Corte sobre este extremo en el caso Almonacid Arellano y otros. 

En virtud de que estas cuestiones afectan de manera relevante el orden público interamericano, de conformidad con el artículo 35.1 f) del Reglamento de la Corte Interamericana, la Comisión se permite ofrecer la siguiente declaración pericial: 
1. Perito cuyo nombre será informado a la brevedad, quien declarará sobre los estándares internacionales relevantes al momento de analizar las obligaciones estatales de reparación frente a graves violaciones de derechos humanos como la tortura. El perito se referirá a la aplicación de estos estándares en situaciones particulares como el exilio o la discapacidad permanente y explicará los diferentes componentes de una reparación integral en estas circunstancias. 


El currículum vitae del perito propuesto será incluido en los anexos al informe de fondo 23/11. 


Finalmente, la organización que actuó como peticionaria ante la Comisión y sus datos son:
REDRESS

Ending Torture. Seeking Justice for Survivors

3rd Floor, 87 Vauxhall Walk

London SE11 5HJ

United Kingdom

Fax: 011-4420 7793 1719
Correo electrónico: xxxxxxxxxxxxxxxxx
Aprovecho la oportunidad para saludar a usted muy atentamente,

Firmado en el original

Santiago A. Canton

Secretario Ejecutivo
